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 El presente informe es una recopilación de la información que figura en los informes 

de los órganos de tratados y los procedimientos especiales, con inclusión de las 

observaciones y los comentarios formulados por el Estado interesado, y de la Oficina del 

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), así 

como en otros documentos oficiales pertinentes de las Naciones Unidas. Se presenta en 

forma resumida debido a las restricciones relativas al número de palabras; el texto completo 

puede consultarse en los documentos citados como referencia. En el informe no se 
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 I. Antecedentes y marco 

 A. Alcance de las obligaciones internacionales1 

  Tratados internacionales de derechos humanos2 

 Situación en el ciclo anterior  

Medidas adoptadas tras el  

examen No ratificado/no aceptado 

Ratificación, 

adhesión o 

sucesión 

ICERD (1968) 

ICESCR (1970) 

ICCPR (1970) 

ICCPR-OP 2 (1993) 

CEDAW (1981) 

CAT (1986) 

OP-CAT (2005) 

CRC (1990) 

OP-CRC-AC (2003) 

OP-CRC-SC (2003) 

ICRMW (2001) 

CRPD (2009) 

CPED (2009) 

- 

Reservas, 

declaraciones y/o 

entendimientos 

CRC  

(declaración general/reserva,  

art. 38, párrs. 2 y 3), (1990) 

- - 

Procedimientos 

de denuncia, 

investigación y 

acción urgente3 

ICERD, art. 14 (1972) 

ICCPR-OP 1 (1970) 

OP-CEDAW, art. 8 (2001) 

CAT, art. 20 (1986)/ 

arts. 21 y 22 (1988) 

OP-ICESCR (2013) 

OP-CRC-IC (solo firma, 2012) 

ICRMW, 

art. 77 (2012) 

OP-CRPD,  

art. 6 (2011) 

CPED,  

arts. 31 y 32 (2009) 

OP-ICESCR, arts. 10 y 11  

ICCPR, art. 41  

ICRMW, art. 76 
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  Otros instrumentos internacionales relevantes 

 Situación en el ciclo anterior  

Medidas adoptadas tras el 

examen No ratificado 

Ratificación, 

adhesión o 

sucesión 

Convención para la Prevención y la Sanción 

del Delito de Genocidio (1967) 

Estatuto de Roma de la Corte Penal 

Internacional (2002) 

Protocolo de Palermo (2005)4 

Convenciones sobre los refugiados (1970) 

y los apátridas (2004 y 2001)5 

Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 

1949 (1969) y sus Protocolos adicionales I 

y II (1985)6 

Convenios fundamentales de la OIT7 

Convención relativa a la Lucha contra las 

Discriminaciones en la Esfera de la 

Enseñanza (UNESCO) (2004) 

Protocolo adicional III a los 

Convenios de Ginebra de 

1949 (2012)8 

Convenio Nº 189 de la OIT 

(2012)9 

Convenio Nº 169 de la OIT10 

1. En 2011, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD) 

recomendó al Uruguay que ratificara las enmiendas al artículo 8, párrafo 6, de la 

Convención11. 

2. En 2010, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR) alentó 

al Uruguay a ratificar el Convenio Nº 187 de la OIT (2006), sobre el marco promocional 

para la seguridad y salud en el trabajo12. 

3. El CERD alentó al Uruguay a ratificar el Convenio Nº 169 de la OIT (1989), sobre 

pueblos indígenas y tribales en países independientes13. 

4. El equipo de las Naciones Unidas en el país (ONU-Uruguay) recomendó aprobar el 

Convenio Nº 183 de la OIT (2000) sobre la protección de la maternidad14. 

 B. Marco constitucional y legislativo 

5. ONU-Uruguay recomendó establecer en la Constitución un artículo que incorpore 

los tratados internacionales de derechos humanos ratificados en el derecho interno, así 

como establecer la primacía jerárquica de dichos tratados de acuerdo a los compromisos 

internacionales que ha asumido Uruguay15. 

6. La Relatora Especial sobre el derecho humano al agua potable y el saneamiento 

recomendó que el Uruguay garantizara plenamente el reconocimiento de los derechos 

económicos, sociales y culturales en la legislación interna, entre otras cosas velando por 

que esos derechos pudieran ser invocados ante los tribunales nacionales16. 

7. El CERD, si bien observó algunas iniciativas de carácter legislativo para luchar 

contra la discriminación racial17, expresó su preocupación por que en la legislación no 

hubiera disposiciones que prohibieran de manera específica el racismo y la discriminación 

racial18. El CESCR recomendó aprobar amplia legislación de lucha contra la 

discriminación19. 
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8. Al CERD le preocupaba que la legislación penal del Uruguay, en particular el 

Código Penal, no cumpliera plenamente con lo dispuesto en el artículo 4 de la Convención. 

Recomendó que se tipificara como delito la difusión de teorías de superioridad o 

inferioridad racial y se prohibieran las organizaciones que promovieran la discriminación 

racial e incitaran a ella20. 

9. Aunque se había tipificado la desaparición forzada de personas (Ley Nº 18026, 

art. 21) el Comité contra la Desaparición Forzada (CED) observó con preocupación el 

amplio margen existente entre las penas mínima y máxima previstas para el delito. 

Recomendó adoptar medidas legislativas con el fin de que la pena mínima se ajustase al 

artículo 7 de la Convención21. 

10. El Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes tomó nota de la definición del delito de tortura a través de la ley que regula la 

cooperación con la Corte Penal Internacional22 y recomendó tipificar la tortura y los tratos 

crueles, inhumanos o degradantes en forma autónoma y de conformidad con la Convención 

contra la Tortura23. 

11. ONU-Uruguay indicó que a partir de la recolección de firmas por parte de algunos 

sectores políticos, se realizará en 2014 un plebiscito para reformar la Constitución de 

manera que la edad de imputabilidad penal se rebaje a los 16 años para varios delitos24. 

 C. Infraestructura institucional y de derechos humanos y medidas 

de política 

  Categoría de las instituciones nacionales de derechos humanos25 

Institución nacional de derechos humanos  Categoría en el ciclo anterior  Categoría en el ciclo actual
26

 

Institución Nacional de Derechos Humanos y 

Defensoría del Pueblo  

- - 

12. El CED celebró la creación de la Institución Nacional de Derechos Humanos y 

Defensoría del Pueblo y su designación como el Mecanismo Nacional de Prevención de la 

Tortura a los efectos del OP-CAT27. El CESCR instó al Uruguay a que la pusiera en 

funcionamiento, de conformidad con los Principios de París28. La Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) informó que 

la institución había entrado en funcionamiento y que los miembros de su Consejo Ejecutivo 

habían sido designados en 201229. El CED30, el equipo de las Naciones Unidas en el 

Uruguay31 y la Relatora Especial sobre el agua y el saneamiento32 recomendaron al 

Uruguay que dotara a la institución de los recursos necesarios. La Relatora Especial pidió 

también que la institución cumpliera su mandato, en particular en lo que respectaba a 

vigilar el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales, y recibiera denuncias 

de particulares33. En 2009, el Relator Especial sobre la cuestión de la tortura recomendó 

asignar recursos humanos y financieros suficientes para que la sólida base jurídica del 

mecanismo nacional de prevención se tradujera en un funcionamiento eficaz en la 

práctica34. 

13. ONU-Uruguay recomendó jerarquizar y dotar de recursos suficientes al Instituto 

Nacional de las Mujeres, órgano rector de las políticas para la igualdad de género35. 

14. La Relatora Especial sobre el agua y el saneamiento recomendó al Uruguay que 

adoptara un plan nacional completo que garantizara el derecho al agua y el saneamiento 

mediante, entre otras cosas: una clara asignación de las responsabilidades de las diferentes 
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entidades; la asignación de suficientes recursos; y la participación provechosa de la 

sociedad civil en su concepción36. 

15. ONU-Uruguay indicó que sigue sin implementarse un programa contra la 

discriminación racial37. El CERD exhortó al Uruguay a agilizar el proceso de aprobación 

del Plan Nacional contra el Racismo y la Discriminación38. 

16. El CERD recomendó al Estado que siguiera esforzándose por incorporar la 

dimensión etnorracial en todos los planes y programas para luchar contra la discriminación 

estructural39. 

17. ONU-Uruguay indicó que las organizaciones de la sociedad civil tienen una 

importante presencia en la ejecución de programas y políticas públicos, pero no tienen un 

rol relevante en el diseño de esas políticas ni en la evaluación de sus resultados40. 

 II. Cooperación con los mecanismos de derechos humanos 

 A. Cooperación con los órganos de tratados41 

 1. Situación relativa a la presentación de informes 

Órgano de tratado 

Observaciones finales 

incluidas en el examen 

anterior  

Último informe presentado 

desde el examen anterior  

Últimas 

observaciones finales Presentación de informes 

CERD Agosto de 1999  2010 Marzo de 2011 Informes 21º a 23º. Presentación 

prevista en 2014 

CESCR Diciembre de 1997 2009 Noviembre de 

2010 

Quinto informe. Presentación prevista 

en 2015 

Comité de Derechos 

Humanos 

Abril de 1998 2012 - Quinto informe por examinar en 

octubre de 2013 

CEDAW Octubre de 2008 - - Informes octavo y noveno. 

Presentación prevista en 2014 

CAT Noviembre de 1996 2012 - Tercer informe por examinar 

CRC Junio de 2007 2012 - Informes tercero a quinto e informes 

iniciales sobre el OP-CRC-AC y el 

OP-CRC-SC por examinar en enero 

de 2015 

CMW - 2013 - Informe inicial por examinar 

CRPD - 2013 - Informe inicial por examinar 

CED - 2012 Abril de 2013 Segundo informe. Presentación 

prevista en 2019 
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 2. Respuestas a solicitudes específicas de los órganos de tratados en el marco 

del seguimiento 

  Observaciones finales 

Órgano de tratado 

Presentación 

prevista en Tema Presentada en 

CERD 2012 Discriminación contra los afrodescendientes, en particular las 

mujeres42 

- 

Comité de 

Derechos 

Humanos 

- -  

CEDAW 2010 Empleo y participación de la mujer; trata de mujeres y niñas43 201244; diálogo 

en curso45 

CAT - - - 

CED 2014 Investigaciones; revisión legislativa; adopciones y desaparición 

forzada46 

- 

  Dictámenes 

Órgano de tratado Número de dictámenes Situación 

Comité de Derechos Humanos 247 Diálogo en curso 

 B. Cooperación con los procedimientos especiales48 

 Situación en el ciclo anterior  Situación actual  

Invitación permanente  Sí Sí 

Visitas realizadas Ninguna Tortura (21 a 27 de marzo de 2009) 

  Trata (13 a 17 de septiembre de 2010) 

  Agua y saneamiento  

(13 a 17 de febrero de 2012) 

  Derecho a la verdad (30 de septiembre a 4 de 

octubre de 2013) 

Visitas acordadas en principio Ninguna - 

Visitas solicitadas Ninguna - 

Respuestas a cartas de 

transmisión de denuncias y a 

llamamientos urgentes 

Durante el período examinado se enviaron dos comunicaciones. El Gobierno respondió a ambas 

comunicaciones. 

Informes y misiones de 

seguimiento 

Informe del Relator Especial sobre la cuestión de la tortura (2011)49, misión del Relator Especial 

sobre la cuestión de la tortura (2 a 6 de diciembre de 2012) e informe50. 

18. En 2013, el Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias 

señaló que, desde su creación, había transmitido 31 casos al Gobierno del Uruguay; de 
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ellos, 1 caso había sido esclarecido sobre la base de la información proporcionada por la 

fuente, 11 habían sido esclarecidos sobre la base de la información proporcionada por el 

Gobierno y 19 seguían pendientes de esclarecimiento51. 

19. En 2012, el Uruguay invitó al Relator Especial sobre la promoción y protección del 

derecho a la libertad de opinión y de expresión a realizar una visita al país. 

 C. Cooperación con la Oficina del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

20. La Oficina Regional del ACNUDH para América del Sur en Chile se ocupa de la 

cooperación con el Uruguay52. En los cuatro últimos años, el ACNUDH ha prestado 

asistencia al Uruguay con: el establecimiento de la institución nacional de derechos 

humanos de conformidad con los Principios de París y de un mecanismo nacional de 

prevención de conformidad con el OP-CAT y las directrices sobre los mecanismos 

nacionales de prevención53; la mejora de la aplicación de las normas internacionales de 

derechos humanos por el poder judicial54; el aumento de la utilización por las 

organizaciones clave de la sociedad civil, las organizaciones indígenas y las instituciones 

nacionales de derechos humanos de los mecanismos de derechos humanos de las Naciones 

Unidas55; la ratificación del OP-ICESCR56; la incorporación de un enfoque basado en los 

derechos humanos del Marco de Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo en el 

Uruguay 2011-201557; y el cumplimiento de las obligaciones de derechos humanos del 

Estado, incluida la preparación de informes y el seguimiento de las recomendaciones de los 

órganos de tratados, los procedimientos especiales y el EPU58. 

21. La Alta Comisionada Adjunta de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

visitó el Uruguay en 201159. El Uruguay contribuyó financieramente al ACNUDH en 

201060 y en 201361. 

 III. Cumplimiento de las obligaciones internacionales 
en materia de derechos humanos 

 A. Igualdad y no discriminación  

22. El CESCR señaló con preocupación que las disposiciones de determinadas leyes 

penales, como la prohibición de contraer un nuevo matrimonio en los 300 días siguientes a 

la disolución del anterior y las leyes de moralidad pública, en la práctica, afectaban sobre 

todo a las mujeres. Recomendó derogar todas las disposiciones que tenían un efecto 

discriminatorio para la mujer62. 

23. El CESCR expresó su preocupación por las desigualdades entre el hombre y la 

mujer, y señaló que las mujeres afrodescendientes afrontaban desventajas mayores. 

Recomendó al Uruguay reforzar las medidas encaminadas a combatir la discriminación 

contra la mujer, como la Ley Nº 18104 de igualdad de derechos y oportunidades entre 

hombres y mujeres en la República y el Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades y 

Derechos63. El CERD expresó su preocupación por la doble discriminación de que eran 

objeto las mujeres afrodescendientes, en razón de su origen étnico y de su sexo64.
 

24. En 2012, en el marco del seguimiento de sus observaciones finales, el Comité para 

la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW) recomendó al Uruguay que 

adoptara medidas adicionales temporales especiales para lograr la igualdad de facto de las 

mujeres, en particular las afrodescendientes65. 
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25. El CERD recomendó al Uruguay acabar con los estereotipos sobre los 

afrodescendientes y las personas de origen indígena mediante campañas de 

sensibilización66. 

26. El CERD expresó su preocupación por que los afrodescendientes eran víctimas de la 

desigualdad, en particular en el empleo, en la vivienda y en la educación67. El CERD 

recomendó al Uruguay que agilizara la recopilación y publicación de datos estadísticos 

sobre la composición de su población y de sus indicadores económicos y sociales, 

desglosados por etnia y raza68. El CESCR expresó preocupaciones similares con respecto a 

la discriminación y la marginación social y económica de grupos minoritarios69. 

27. El CESCR observó con preocupación la discriminación generalizada por motivos de 

orientación sexual, sobre todo en la atención de la salud, la educación, el empleo y el 

acceso a la vivienda70. 

28. ONU-Uruguay indicó que se han registrado avances legislativos para enfrentar la 

discriminación motivada en la orientación sexual e identidad de género. También resaltó el 

reconocimiento de la identidad trans en resoluciones del Banco de Previsión Social y las 

medidas afirmativas del Ministerio de Desarrollo Social71. ONU-Uruguay recomendó 

desarrollar políticas y campañas de comunicación contra la homofobia y transfobia72. 

29. El CESCR expresó su preocupación por la generalizada discriminación de facto de 

los niños nacidos fuera del matrimonio. Recomendó al Uruguay que modificara la 

legislación de familia y llevara a cabo programas de concienciación73. 

 B. Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona 

30. El CED instó al Uruguay a velar por que las mujeres y los niños víctimas de 

desaparición forzada fueran objeto de especial protección y asistencia74. 

31. En 2013, el Relator Especial sobre la cuestión de la tortura observó que si bien los 

actos de tortura y malos tratos no se presentan como un problema sistemático en el 

Uruguay, durante su visita a los centros de detención recibió información sobre episodios 

de actitudes violentas y de uso abusivo de la fuerza por parte del personal carcelario75. 

32. El CESCR expresó preocupación por las deficientes condiciones en que se 

encontraban las cárceles y los calabozos policiales, incluidos el hacinamiento y los 

servicios de saneamiento insuficientes, así como la falta de acceso a la atención de la 

salud76. 

33. El Relator Especial sobre la cuestión de la tortura reconoció en general el progreso 

alcanzado por el Gobierno77, si bien observó asimismo que las condiciones de detención de 

adultos como de menores en conflicto con la ley siguen siendo preocupantes. Las causas 

parecen estar relacionadas con el abuso de la prisión preventiva, la falta de utilización de 

medidas alternativas a la privación de libertad y de excarcelación durante el proceso y la 

creciente población carcelaria. El Relator Especial recomendó la priorización de una 

reforma penitenciaria integral, que incluya la revisión de la legislación y la cultura de 

utilización de la prisión preventiva78. 

34. Respecto de las sanciones disciplinarias, el Relator Especial sobre la cuestión de la 

tortura recomendó la restricción del uso del aislamiento y la limitación del período de 

aplicación y renovación, garantizando que estas medidas sean adoptadas luego de un 

procedimiento que respete las garantías mínimas del debido proceso79. 

35. El CESCR recomendó al Uruguay que velara por que todos los reclusos recibieran 

una remuneración justa por su trabajo80. 
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36. El CESCR observó con preocupación la violencia doméstica generalizada y 

recomendó al Uruguay que aplicara las leyes existentes; realizara campañas de 

concienciación y educación de la opinión pública; y se asegurara de que las víctimas 

pudieran disponer de apoyo psicosocial y de acceso a albergues81. 

37. En 2013, el Relator Especial sobre la cuestión de la tortura reconoció los esfuerzos 

del Gobierno pero expresó su preocupación por el número de episodios de violencia 

doméstica que le fue comunicado. Consideró necesario que se redoblasen esfuerzos 

poniendo énfasis en la prevención, educación y sensibilización de la población y operadores 

policiales y judiciales, la protección de las víctimas y el seguimiento adecuado de la 

rehabilitación de las personas que son halladas culpables82. 

38. ONU-Uruguay recomendó reglamentar la Ley Nº 18561 (2009) de acoso sexual83. 

39. El CESCR expresó preocupación por la incidencia del trabajo infantil. Recomendó 

al Uruguay que reforzase su marco jurídico conforme al Pacto y a otras normas legales 

aplicables en el ámbito internacional, como el Convenio Nº 182 de la OIT (1999)84. 

40. El CESCR expresó su preocupación por que muchas personas, la mayoría niños, 

vivían en la calle. Recomendó al Uruguay que hiciera frente a ese fenómeno y se asegurase 

de que tuvieran acceso a la atención de la salud, la educación y la seguridad social85. 

41. Aunque tomó nota de las medidas adoptadas para combatir la trata de mujeres y 

niñas, el CEDAW pidió más esfuerzos en ese sentido86. 

42. En 2011, la Relatora Especial sobre la trata de personas, especialmente mujeres y 

niños, destacó los avances positivos, como la promulgación de legislación y la creación de 

tribunales y fiscalías especializados para hacer frente a la delincuencia organizada, incluida 

la trata de personas. Observó varios problemas87 y recomendó al Uruguay hacer un estudio 

nacional para obtener información actualizada88, formular un plan nacional de acción 

completo, holístico e integrador89; y examinar la posibilidad de establecer un organismo 

central que se ocupara de la trata de personas y que mejorara la coordinación, no solo entre 

las autoridades centrales, sino también entre estas y las autoridades locales90. También 

recomendó que se realizaran campañas para mejorar el conocimiento del público sobre este 

tema91 y que se realizaran actividades de capacitación y fomento de la capacidad para las 

autoridades estatales92. 

43. La Relatora Especial sobre la trata señaló que, si bien la Ley Nº 18250 tipificaba 

como delito la trata de personas, no preveía asistencia y reparación para las víctimas93. 

Recomendó que el poder judicial creara mecanismos de protección de testigos y de acceso a 

la justicia para las víctimas, sus familiares y los actores de la sociedad civil que les 

prestasen asistencia94. Recomendó además fortalecer la lucha contra las causas básicas que 

aumentaban la vulnerabilidad de las posibles víctimas a la trata de personas95. 

44. ONU-Uruguay recomendó diseñar un programa integral contra la trata de personas96. 

 C. Administración de justicia, incluida la lucha contra la impunidad, 

y estado de derecho 

45. El CED tomó nota de la normativa para el traslado y remoción de magistrados y 

recomendó desarrollar la independencia del poder judicial97. 

46. Si bien se estaban adoptando medidas, el CERD recomendó al Uruguay que hiciera 

más esfuerzos para facilitar la igualdad de acceso a los recursos judiciales y administrativos 

para los afrodescendientes y las personas de origen indígena98. 
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47. El CERD recomendó al Uruguay que proporcionase capacitación a los fiscales, 

jueces, abogados, agentes de policía y otros funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 

sobre la forma de detectar los actos de discriminación racial y de proporcionar una 

reparación99. 

48. El Relator Especial sobre la cuestión de la tortura recomendó que todas las 

denuncias de tortura y malos tratos se investigasen minuciosamente, sin demora y de oficio 

por una autoridad independiente100. 

49. El Relator Especial recomendó eliminar los obstáculos que impiden el acceso a la 

justicia en relación con denuncias de tortura y malos tratos, tanto las ocurridas durante el 

período de la dictadura como en la actualidad101. 

50. El Relator Especial recomendó asegurar que las cárceles y los centros de privación 

de libertad de menores sean lugares apropiados para la rehabilitación y la pronta reinserción 

social y comunitaria102 y priorizar la reforma del sistema de justicia juvenil103. 

51. En relación con las recomendaciones 59 y 67 a 69 del EPU104, ONU-Uruguay 

informó que las medidas adoptadas en materia de reclusión de adolescentes no han 

revertido las condiciones en que transcurre la privación de libertad. No se han registrado 

avances en la especialización del sistema de justicia de menores y la privación de libertad 

continúa siendo la medida cautelar más utilizada105. 

52. En relación con las recomendaciones 64 a 66 del EPU106, ONU-Uruguay informó 

que diversos pasos jurídicos han permitido, más allá de la Ley de caducidad de la 

pretensión punitiva del estado (Ley Nº 15848, de 1986), juzgar graves violaciones a los 

derechos humanos de la pasada dictadura, pero preocupa la incertidumbre jurídica sobre la 

continuación de los juicios107. En 2013, una sentencia de la Suprema Corte de Justicia 

declaró la inconstitucionalidad de la Ley Nº 18831, que había restablecido la pretensión 

punitiva del Estado y declarado que los delitos graves de la dictadura tenían naturaleza de 

lesa humanidad, evitando así su prescripción y habilitando el acceso a la justicia. Preocupa 

que esta sentencia sea un obstáculo para el derecho a la justicia, apartando al país de 

estándares internacionales108. En 2013 varios procedimientos especiales expresaron su 

preocupación ante las decisiones de la Suprema Corte de Justicia desde febrero de 2013109. 

53. En 2011, la Alta Comisionada Adjunta para los Derechos Humanos alentó a las 

autoridades a seguir haciendo frente a las preocupaciones de derechos humanos de larga 

data, como la investigación y el enjuiciamiento de las violaciones de derechos humanos 

cometidas en el pasado110. 

54. En 2013, el Relator Especial para la promoción de la verdad, la justicia, la 

reparación y las garantías de no repetición llamó a la revisión de la legislación de forma que 

se eliminen las incompatibilidades entre los derechos a la reparación por un lado y a los 

derechos de otra naturaleza, y que elimine procesos de calificación que arriesgan la 

revictimización111. El Relator Especial hizo un llamado especial a la Suprema Corte para 

que hiciese esfuerzos por asegurar que sus decisiones presten atención a los derechos de las 

víctimas como a los de los imputados. El Relator Especial recomendó que se diese el apoyo 

necesario a la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo112. 

55. El CED observó con preocupación que, según el criterio de la Suprema Corte de 

Justicia, las personas desaparecidas hace más de 30 años son consideradas como fallecidas 

y se imputa a los acusados de su desaparición el delito de homicidio113. Instó al Uruguay a 

garantizar la investigación eficaz de todas las desapariciones forzadas114; sancionar a los 

responsables; y formar a todos los agentes estatales acerca de la Convención115. Recomendó 

establecer una unidad especializada, en el ámbito del ministerio público, que impulsase las 

investigaciones y coordinase la política de persecución penal116; y garantizar que las 
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personas que se supone habían cometido un delito de desaparición forzada no influyeran en 

las investigaciones117. 

56. El CED observó con preocupación que la legislación uruguaya no preveía la 

posibilidad de que el denunciante, la víctima o sus familiares participaran plenamente en 

los procesos penales. Alentó al Uruguay a aprobar el proyecto de reforma del Código 

Procesal Penal y a velar por que el artículo 13 de la Ley Nº 18026 fuera aplicado de 

conformidad con la definición de víctima prevista en la Convención118. 

57. En relación con la recomendación 7 del EPU, sobre la participación de las víctimas 

en el proceso penal119, ONU-Uruguay informó que el Parlamento está considerando un 

nuevo código de proceso penal120. 

58. Aunque el CED reconoció las medidas de protección previstas para víctimas y 

testigos en el marco de la Ley Nº 18026 y la Ley Nº 18315, le preocupaba que no existieran 

mecanismos para que estas medidas se aplicaran de manera efectiva121. Recomendó velar 

por que el término "víctima" de la Ley Nº 18026 fuera aplicado de conformidad con la 

Convención122 y por la satisfacción plena de los derechos de las víctimas123. 

59. El CED alentó al Uruguay a reglamentar el ejercicio del habeas corpus124. 

 D. Derecho a la intimidad, al matrimonio y a la vida familiar 

60. El CESCR exhortó al Uruguay a que aumentara hasta los 18 años la edad mínima 

para contraer matrimonio para chicos y chicas125. 

61. En relación con las recomendaciones 28, 32, 34 y 35 del EPU126, ONU-Uruguay 

informó que en 2013 se aprobó la Ley Nº 19075 de matrimonio igualitario que establece el 

mínimo de 16 años para contraer matrimonio127. 

62. ONU-Uruguay valoró positivamente los ajustes al procedimiento de la adopción e 

indicó que el Código de la Niñez y la Adolescencia da amplias garantías al proceso128. 

63. El CED recomendó establecer procedimientos específicos para revisar y, si procedía, 

anular adopciones o colocaciones cuyo origen fuera una desaparición forzada129. 

 E. Libertad de expresión y derecho a participar en la vida pública 

y política 

64. La UNESCO indicó que, en 2009, el Código Penal (art. 336) había sido modificado 

y se habían derogado las sanciones penales por difamación en los asuntos de interés público 

relacionados con funcionarios públicos. La UNESCO animó al Uruguay a continuar 

con sus medidas positivas para despenalizar la difamación, sobre todo en el Código Penal 

(arts. 333 y 334), y a revisar la Ley de libertad de información para garantizar la 

independencia de la autoridad de supervisión. Además, recomendó al Uruguay que 

estableciera mecanismos de autorregulación de los medios de comunicación130. 

65. ONU-Uruguay recomendó garantizar la independencia del órgano de apelación y 

monitoreo de la Ley de acceso a la información pública y garantizar por ley un ecosistema 

mediático que promueva medios libres, independientes y plurales con la presencia de los 

sectores privados, públicos y comunitarios131. 

66. El CESCR observó con inquietud la escasa representación de la mujer en los 

distintos niveles de gobierno y recomendó al Uruguay que abordara las disparidades en ese 

sentido132. 
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67. En relación con las recomendaciones 72 a 75 del EPU133, ONU-Uruguay informó 

que Uruguay tomó una medida parcial al aprobar la Ley Nº 18476 que establece, por 

primera y única vez, la obligación de incluir personas de ambos sexos en cada terna de 

candidatos de un ciclo electoral (2014-2015)134. ONU-Uruguay recomendó evaluar la 

implementación de la ley de cuotas, promover las modificaciones que sean necesarias y 

extender el plazo de la misma135. 

68. El CERD recomendó al Uruguay promover la participación de los afrodescendientes 

y las personas de origen indígena en la vida pública136 y su representación en el parlamento 

y en otras instituciones137. 

 F. Derecho a trabajar y a condiciones de trabajo equitativas 

y satisfactorias 

69. El CESCR observó con preocupación la proporción excesiva de mujeres en el sector 

no estructurado de la economía y en empleos poco especializados y de menor 

remuneración. Recomendó al Uruguay que abordase las desigualdades en el acceso al 

empleo y las condiciones laborales138. El CEDAW, si bien señaló la adopción de algunas 

medidas especiales de carácter temporal en materia de empleo de la mujer, consideró que 

no eran suficientes y pidió información sobre otras medidas adoptadas139. 

70. ONU-Uruguay indicó que entre los problemas pendientes están el aún alto 

desempleo juvenil y las brechas de género en el mercado laboral140. 

71. El CERD expresó su preocupación por que los afrodescendientes desempeñaban 

trabajos que requerían escasa capacitación. Recomendó al Uruguay promover su empleo en 

la administración pública y en empresas privadas141; y promover la integración de las 

mujeres afrodescendientes en el mercado de trabajo142. 

72. ONU-Uruguay se refirió a la ratificación del Convenio Nº 189 de la OIT (2011) 

sobre trabajo doméstico, ratificado en 2012, e indicó que únicamente se ha conseguido 

registrar en la seguridad social a alrededor de un 50% de las trabajadoras domésticas143. 

73. El CESCR expresó su preocupación por que el salario mínimo continuaba siendo 

insuficiente para asegurar un nivel de vida digno, y recomendó que se aumentara144. 

74. El CESCR manifestó preocupación por el número relativamente elevado de 

accidentes laborales. Recomendó al Uruguay que reforzara las comisiones de seguridad y 

salud en el trabajo y su marco reglamentario145. 

75. ONU-Uruguay recomendó aumentar a 14 semanas la licencia por maternidad, 

ampliando las licencias paternales y parentales146. 

76. El CESCR señaló con inquietud que la legislación era insuficiente para garantizar la 

seguridad laboral de las mujeres embarazadas y conceder licencias a las trabajadoras cuyos 

hijos necesitasen atención médica. Recomendó al Uruguay asegurar el derecho a 

condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias para las mujeres y los hombres147. 

 G. Derecho a la seguridad social y a un nivel de vida adecuado 

77. En relación con las recomendaciones 76 a 83 del EPU148, ONU-Uruguay indicó que 

es alentador el incremento del gasto público social desde el año 2005. También indicó que 

según datos del Instituto Nacional de Estadística, entre 2009 y 2012, la incidencia de la 

pobreza en toda la población disminuyó de 20,0% a 12,4% y la de indigencia de 1,6% a 

0,5%149. 
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78. El CESCR exhortó al Uruguay a incrementar la labor para reducir la pobreza y 

destinar recursos a las personas y los grupos desfavorecidos150. El CERD insistió en la 

necesidad de que se adoptasen otras medidas especiales en pro de los sectores 

desfavorecidos de la población151. 

79. El CESCR recomendó al Uruguay paliar las diferencias en el acceso a la seguridad 

social, prestando especial atención a la necesidad de asegurar que los afrodescendientes, las 

personas detenidas y sus familias, así como las que trabajaban en el sector no estructurado 

de la economía, tuvieran acceso a los beneficios de la seguridad social152. 

80. El CESCR expresó preocupación por la existencia en zonas urbanas y suburbanas de 

un elevado número de asentamientos irregulares. Instó al Uruguay a facilitar el acceso a una 

vivienda digna, prestando especial atención a la prestación de asistencia a las familias con 

bajos ingresos y otras personas y grupos desfavorecidos, y el suministro de servicios de 

saneamiento adecuados153. 

81. ONU-Uruguay indicó que es destacable la aprobación en 2011 de la Ley Nº 18795 

de acceso a la vivienda de interés social, impulsando la oferta de vivienda con estímulos 

impositivos154. 

82. Al CERD le preocupaba que los afrodescendientes vivieran en las zonas más pobres 

y recomendó al Uruguay integrar la dimensión étnica o racial en los programas de 

vivienda155. 

83. La Relatora Especial sobre el agua y el saneamiento concluyó que el Uruguay había 

hecho importantes esfuerzos para asegurar el acceso de su población al agua potable y el 

saneamiento156. Sin embargo, se requerían más esfuerzos para llegar a algunos grupos. 

Recomendó al Uruguay asegurar el disfrute de los derechos al agua y el saneamiento, 

también para las personas que vivían en la calle o en asentamientos irregulares o rurales, así 

como en todos los lugares públicos, incluidos los centros de detención de menores157. 

84. La Relatora Especial sobre el agua y el saneamiento recomendó al Uruguay evaluar 

la medida en que las personas que vivían en la pobreza tenían dificultades para acceder 

económicamente a servicios de agua y saneamiento, estableciendo un diálogo adecuado con 

ellas y aumentando la coordinación entre las diversas partes interesadas158. 

 H. Derecho a la salud 

85. El CESCR recomendó al Uruguay asegurar el acceso a una atención de la salud 

universal y paliar los desequilibrios regionales en el acceso a dicha atención159. 

86. ONU-Uruguay destacó la conformación del Sistema Nacional Integrado de Salud, 

que garantiza el derecho a la salud, independientemente de la capacidad de pago de las 

personas, lo cual ha significado un aumento de la cobertura y nuevas prestaciones160. 

87. El CESCR expresó preocupación porque la práctica de abortos en condiciones no 

adecuadas había provocado la muerte de muchas mujeres e instó al Uruguay a incorporar la 

educación sobre salud sexual y reproductiva en los programas escolares e implantar 

programas de educación y concienciación de la opinión pública161. 

88. ONU-Uruguay recomendó promover políticas y programas tendientes al logro del 

acceso universal a la salud sexual y reproductiva y promover estrategias de educación 

sexual no formal para los jóvenes que están fuera del sistema educativo162. 

89. ONU-Uruguay recomendó promover los derechos de las personas que viven con 

VIH y de los grupos más expuestos, incluyendo la ampliación de la cobertura del 

tratamiento antirretroviral163. 



A/HRC/WG.6/18/URY/2 

14 GE.13-18441 

90. El CESCR recomendó al Uruguay mejorar el tratamiento de los detenidos y reclusos 

infectados por el VIH/SIDA164. 

 I. Derecho a la educación 

91. La UNESCO animó al Uruguay a fortalecer las medidas destinadas a garantizar una 

mayor inclusión social en el sistema educativo nacional; redoblar los esfuerzos para 

solucionar el problema de las altas tasas de deserción escolar, especialmente en las escuelas 

secundarias; y seguir invirtiendo en la educación165. 

92. ONU-Uruguay subrayó los avances registrados en el acceso a la educación inicial y 

que la asistencia de los niños a la educación inicial obligatoria (4 y 5 años) era una meta 

consolidada166. ONU-Uruguay indicó que los retos actuales apuntan a la calidad educativa y 

el desarrollo de políticas de inclusión de los sectores más vulnerables167 y recomendó 

promover reformas en el sistema educativo que disminuyeran la deserción estudiantil, en 

particular en la enseñanza media168. 

93. El CESCR expresó su preocupación por las tasas de deserción escolar en la 

enseñanza secundaria y los bajos niveles de alfabetización en las zonas rurales y entre los 

afrodescendientes. Recomendó al Uruguay mejorar el acceso a la educación primaria y 

secundaria y la calidad de esta169. El CERD recomendó aplicar la Ley de educación de 2008 

y reducir la tasa de abandono escolar de los niños afrodescendientes y de origen indígena170. 

 J. Personas con discapacidad 

94. ONU-Uruguay celebró la aprobación de la Ley Nº 18651 (2010) de protección 

integral de personas con discapacidad171. ONU-Uruguay recomendó implementar 

programas de accesibilidad para personas con discapacidad y de inclusión de niños y 

adolescentes con discapacidades. También recomendó reglamentar el rol de asistente 

personal para los casos de discapacidades severas172. 

95. El CESCR expresó preocupación por la falta de acceso al empleo de las personas 

con discapacidad. Recomendó al Uruguay que adoptara medidas adicionales encaminadas a 

promover la igualdad de acceso al empleo y dedicara especial atención a su acceso al 

empleo en el sector privado173. 

96. El CESCR recomendó mejorar el nivel de la atención que se prestaba a las personas 

con discapacidad mental y actualizar la Ley sobre la salud mental, de 1934174. 

97. El CESCR expresó preocupación por la situación de las personas con enfermedades 

mentales, en particular las que recibían tratamiento en las clínicas Bernardo Etchepare y 

Santin Carlos Rossi. Recomendó al Uruguay mejorar las condiciones de vida de las 

personas que sufrían trastornos mentales175. 

 K. Minorías y pueblos indígenas 

98. El CERD expresó su preocupación por la insuficiencia de las medidas para 

promover la identidad cultural de los afrodescendientes y las personas de origen indígena. 

Recomendó al Uruguay incluir en los programas de estudios escolares información sobre su 

contribución a la configuración de la identidad y la cultura del país176. 
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 L. Migrantes, refugiados y solicitantes de asilo  

99. ONU-Uruguay recomendó fortalecer la institucionalidad de la Junta Nacional de 

Migración, para garantizar los derechos de los migrantes177. 

100. La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 

(ACNUR) se refirió a la Ley Nº 18076, de los refugiados (2006), que contenía 

disposiciones sobre el procedimiento de determinación de la condición de refugiado y 

soluciones duraderas, y que establecía una comisión de refugiados178. El ACNUR 

recomendó al Uruguay: completar el marco jurídico relativo a los refugiados y los 

migrantes con la adopción de un reglamento y normas internas que facilitasen su aplicación 

efectiva; asegurar que se examinasen adecuadamente las solicitudes por motivos de género; 

incorporar elementos adaptados a los niños en el procedimiento de determinación de la 

condición de refugiado; y establecer procedimientos operativos estándar para la prevención 

de la violencia sexual por motivos de género y la respuesta a ese problema179. El ACNUR 

recomendó además al Uruguay promover y asumir la responsabilidad de la integración 

local sostenible de los refugiados y la eliminación gradual de las actividades del ACNUR 

en ese sector180. 

101. El ACNUR recomendó también al Uruguay elaborar un procedimiento operativo 

estándar para la identificación de las víctimas de la trata y de las personas que pudieran 

necesitar protección internacional; y establecer un mecanismo de derivación para que las 

víctimas de la trata pudieran solicitar asilo, siempre que fuera apropiado181. 

102. El ACNUR celebró las promesas hechas por el Uruguay en 2011 de adoptar un 

procedimiento formal de determinación de la apatridia y de poner en marcha un programa 

piloto de reasentamiento en zonas rurales para los refugiados con ese perfil182. Señaló que, 

con el apoyo técnico del ACNUR, la comisión de refugiados había preparado en 2012 un 

proyecto de ley sobre la apatridia que se encontraba actualmente en proceso de examen por 

la Asamblea General. El ACNUR recomendó al Uruguay adoptar un procedimiento de 

determinación de la apatridia y promulgar legislación nacional que codificara las 

protecciones garantizados en la Convención de 1954183. 

 M. Derecho al desarrollo y cuestiones ambientales  

103. La Relatora Especial sobre el agua y el saneamiento recomendó al Uruguay velar 

por que los proyectos de inversión no causasen efectos negativos en la cantidad y calidad 

del agua184; y por que los estudios de evaluación del impacto ambiental fueran realizados 

y/o vigilados por entidades independientes185. 

104. ONU-Uruguay indicó que Uruguay continúa atrayendo inversiones, lo que abre el 

debate en torno al derecho a un medio ambiente sano186. ONU-Uruguay recomendó 

fortalecer la capacidad de los ministerios responsables de la elaboración de una estrategia 

para una minería sustentable en el país187. 

 Notas 
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